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NOTA DE PRESENTACIÓN A LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1931 DE DON NICOLÁS PÉREZ SERRANO

			Dejando aparte la paternal figura de don Adolfo Posada —a quien significativamente va dedicado este libro—, el Derecho Político del siglo XX español conocerá dos figuras de talla excepcional, responsables de una obra perfectamente equiparable al mejor derecho constitucional europeo de la época, don Nicolás Pérez Serrano y don Manuel García-Pelayo. Del segundo, Clásicos del Pensamiento, ha publicado en fechas recientes su hasta el momento desconocida contribución a la elaboración de la vigente Constitución de 1978 (Inédito sobre la Constitución, n.º 170 de esta misma colección), de Pérez Serrano. Tecnos tiene el honor de presentar ahora el magistral Comentario a la Constitución republicana de 1931, un libro que, a pesar de su objetiva importancia y enorme significación para la literatura constitucional europea —y no solo para la española—, posiblemente no haya sido reconocido y valorado todo lo que se merece, tal vez, por las trágicas implicaciones que la sola mención a la tragedia en que concluye (la Guerra Civil) han venido suscitando irremediablemente durante muchos años.

			Don Nicolás era, en 1931, un prestigioso oficial del Congreso —lo que hoy se llamaría letrado de Cortes— que simultáneamente se esforzaba por dar los últimos pasos en una carrera docente que le conduciría a la Cátedra en la Complutense, ayer Universidad Central, que obtendrá finalmente en octubre de 1932. Sebastián Martín, con la minuciosidad que caracteriza todas sus investigaciones, ha exhumado el expediente documental en el que se constata el apabullante bagaje con que concurrió a la oposición, y entre cuyos ejercicios se encontraba una sucinta exposición sobre el Carácter de la nueva Constitución Española, publicada poco después como artículo en el primer número de la Revista de Derecho Público, que él mismo dirigía y había fundado. Pero en lo que aquí interesa, el libro Comentario a la Constitución Española de 1931, hilvanado como texto sistemático, muy probablemente en el verano de 1931, a caballo de las labores parlamentarias de redacción de la norma fundamental republicana, es una obra que se beneficia tanto de la madurez intelectual de su autor como del excelente conocimiento de la materia que por su oficio le asistía. Y ello se evidencia, o si se prefiere se proyecta, en tres rasgos que marcan la esencia del Comentario y hacen de este trabajo un libro soberbio: primero, el haber sido redactado en una narrativa fidedigna, honestamente favorable al nuevo régimen pero siempre mesurada y equilibrada, que trasmite con pulcritud los anhelos de renovación y entusiasmo de la generación que accedió a la política en los —inicialmente— felices años treinta; segundo, el novedoso enfoque que alienta su (en aquel tiempo) original idea de Constitución normativa y que da pie a un tratamiento técnico-jurídico del texto que ronda lo sublime en términos de literatura especializada y que para el lego corre naturalmente en lectura limpia y ágil; y, en tercer lugar, el fino olfato de que hace gala para detectar anticipadamente los problemas que iba a suscitar el funcionamiento práctico de los mecanismos institucionales que estaban llamados a conducir la vida republicana, y que a la postre terminarían coadyuvando —cuando no propiciando directamente— en un desenlace trágico. Vamos a examinar a continuación, brevemente y de manera separada, cada uno de estos rasgos.

			1. LA CONSTITUCIÓN DE 1931 COMO EXPRESIÓN DE UN ANHELO DE RENOVACIÓN COLECTIVA

			Estamos tan habituados a enjuiciar el pasado desde un presente que dice condicionar ineluctablemente nuestra conciencia histórica y sus narrativas, que olvidamos que la paradoja es parte inseparable de la historia y que con frecuencia los acontecimientos responden a una lógica causal que no coincide aritméticamente con el desenlace en que acaban concluyendo e imponiéndose como realidad efectiva. Reconstruir la historia desde el presente para justificarlo y presentarla como un devenir rectilíneo inexorable que se abre paso ineluctablemente es una de las deformaciones interpretativas más extendidas de la época en que vivimos y que epistemológicamente estamos dejando atrás, porque (como prueban recientemente los estudios de Stolleis en Alemania, Antonio Hespanha en Portugal, Halpérin en Francia, Peter Laslett, John Pocock y de la escuela de Cambridge en la cultura anglosajona) el pasado responde siempre a su propio y singular curso, y debe ser interpretado necesariamente en su exacto marco circunstancial y temporal y no como la precuela recreada desde un presente que se hace continuo. Por eso, y para el caso que nos ocupa, conviene refutar una presunción desafortunadamente muy extendida entre nuestra historiografía, que enfoca la experiencia de la II.ª República como si fuera el precedente directo de la democracia que se (re)establecerá en España en 1978 con la actual Constitución. Una Constitución y un régimen de 1978 que, de este modo, pasaría a ser categorizado y manejado interpretativamente como un rebrote histórico de lo que la Guerra Civil truncó (según estas tesis solo temporalmente) con enorme derramamiento de sangre y odio fratricida.

			Pero este planteamiento supone olvidar que a ojos de sus contemporáneos y, por tanto, de sus auténticos protagonistas —que no somos nosotros—, la República era percibida como el último episodio o fase de un ciclo que se había iniciado en 1808 con el levantamiento, guerra y revolución de los españoles, para acudir al expresivo enunciado del libro del Conde de Toreno. Repudiando, en suma, las tesis que explican la reaparición de la democracia en España como el resurgimiento de un Guadiana, sumergido e interrumpido durante el franquismo, es crucial dejar claro desde el principio que los españoles que el 12¿? de abril repudiaban en las urnas municipales la monarquía encarnada por Alfonso XIII actuaban movidos por una idea de presente muy clara: remediar político-institucionalmente (es decir, desde el Estado) los desafíos que la atrasada sociedad española arrastraba desde siglo y medio atrás, y en ningún caso —como se ha dicho— se sentían impulsados por lo que luego sucedería (y que muy bien pudo no haber ocurrido, porque no estaba escrito ni se encontraba fatalmente dispuesto desde el principio), la terrible Guerra Civil que estallaría cinco años más tarde y que en 1931 resultaba sencillamente impensable. Y es que lo que pretendían los ilusionados españoles de aquel momento era remplazar la Monarquía histórica por una forma de gobierno republicana (y democrática) en un acto constituyente revolucionario de soberanía que —como señala Pérez Serrano—, no obstante y con todas sus transformaciones, salvaba la continuidad entre lo naciente y lo precedente. Así pues, y tal y como lo entendieron sus contemporáneos, la Revolución de 1931 operaba en continuidad con una identidad cíclica (del pasado) a la que pertenecía y que persistiría por encima de las mutaciones de gobierno, y que repercutía en una conformación nueva y ciertamente distinta de las instituciones públicas primordiales, pero no debe ser entendida como el antecedente directo y genealógico de la (futura) España de 1978, marcada por una fractura radical del existir social. Dicho en dos palabra, en la Revolución de 1931 —como la denominaban sus actores— primaba la pars contruens sobre la pars destruens, porque de lo que trataba era de introducir un modelo político-institucional de modernidad que hiciera tabla rasa de la monarquía y sus deudos, y procediera a desatascar la evolución natural del ciclo hacia la democracia que Alfonso XIII —abandonada la neutralidad inherente al poder moderador— se había obstinado en impedir desde su preeminente posición institucional. Se buscaba superar los obstáculos que cegaban la vía de evolución interior en el ciclo de la modernidad española, cambiando de constitución política pero manteniendo buena parte del andamiaje institucional y la estructura social existente para procurar hacerla evolucionar desde la continuidad. Algo muy distinto de lo que sucedería en 1978, que, guste o no, fue la expresión de un nuevo ciclo temporal que la ruptura catastrófica de 1936-1939 impuso destructivamente.

			Llegados a este punto resulta obligado explicar mínimamente qué se quiere decir con la expresión ciclo constitucional, concepto que —en palabras de Giorgio Lombardi— se define como un modo de estructurar la historia en torno a espacios temporales de convivencia colectiva, identificados desde una unidad interna que se proyecta automáticamente en la cultura política y en el vivir institucional. Son espacios de continuidad que en medio del fragor de sus tensiones propias, se encadenan en un hilo de permanencia que resta vivo por encima de los enfrentamientos —incluso violentos— y que, en sustancia, salvaguarda la continuidad de la sociedad que las enmarca y preside. Un proceder que no se traduce en paralización y que no comporta la renuncia a cualquier cambio o transformación sino todo lo contrario, ya que la misma existencia del ciclo supone y hace posible que la evolución se opere dentro de un cauce o principio de continuidad general que nunca rompe del todo con lo precedente, y cuando lo hace —porque así lo impone la destrucción de la estructura social que lo soportaba— se traduce en el fin del ciclo y trae consigo la emergencia de un tiempo inexorablemente nuevo. Es entonces cuando el cambio profundo en los hechos sociales determina la aparición de un modo diferente de practicar la política que comporta otros modos y otras figuras institucionales y formas de relaciones y estructuras culturales que lo perfilan como un ciclo distinto. Precisamente esta será la dinámica que explicará lo que sucederá con la Guerra Civil española, cuando una serie de hitos nuevos desatarán el vendaval que acabó por romperlo y destruirlo todo, primero en la sociedad y luego en la política.

			Pero, y volviendo a lo que nos ocupa, antes de que nada de esto sucediera, la obstrucción del sendero evolutivo hacia la modernidad política democrática que significó la Constitución de 1876 (el injustamente denostado «régimen canovista» que trajo a España el primer Estado de derecho digno de tal nombre) sería el hecho capital que terminaría desembocando a la larga en la Revolución de 1931. Por eso, la Revolución de 1931 supuso, en sí misma, una recuperación del ciclo que contó con un generalizado consenso social, y que aventó a las cuatro esquinas del planeta la autoconciencia regeneradora y optimista de un pueblo español favorecido por el viento de cola de un sentimiento generacional embriagado de los efluvios del comfort que la nueva sociedad industrial y de bienestar comenzaba a expandir entre los esperanzados coetáneos de aquellos felices años. Y conviene insistir en que la atmosfera de ilusionado optimismo que rodeaba el nacimiento de la Republica en España era un sentimiento integrador compartido por la inmensa mayoría de la sociedad, incluso por los que luego serían sus acérrimos detractores, como lo acredita, sin ir más lejos, el magnífico relato de Agustín de Foxá, Madrid, de Corte a checa.

			Este será también el humus cultural y social en que se moverá el Comentario de Pérez Serrano, partícipe de un entusiasmo que, sin embargo, no había renunciado a la prudencia y que, como buen conocedor de lo que estaba sucediendo allende las fronteras patrias, no perdería ocasión de advertir sutilmente a sus lectores de las potenciales tensiones que podrían eventualmente suscitarse de no embridar férreamente los acontecimientos nacionales desde las instituciones del nuevo Estado republicano. Unos acontecimientos que generaban luchas internas y que, sumadas o potenciadas por factores exógenos, terminarían haciendo saltar por los aires los logros anteriores y hasta dinamitando el mismo ciclo en que se incardinaban, clausurándolo virulentamente.

			Por mucho que hoy sepamos que el estallido bélico acabaría produciéndose, los contemporáneos que en 1931 redactaron la Constitución solo veían en la naciente República una posibilidad de renovación institucional capaz de triunfar allí donde el régimen canovista había fracasado letalmente, esto es, en la chance de abrir camino a la evolución política democrática y a la transformación social desde las instituciones. Pero, y a pesar de ese fracaso final, lo cierto era que hasta bien entrada la primera década del siglo XX, el canovismo se había demostrado una experiencia exitosa capaz de levantar en España un Estado que reemplazara al que la Guerra de Independencia había demolido; un empeño en el que habían fracasado tanto los hombres de Cádiz como el sueño concebido por Prim en 1869. Sin embargo, como bien razona Romero Maura, desde «la semana trágica de 1909», y por mucho que el régimen siguiera alumbrando hombres lúcidos e iniciativas regeneradoras sólidas, entre los que destacaban las que tenían su origen en Maura, empezaría a evidenciarse un agotamiento terminal del marco constitucional y legal de la Restauración. Algo sagazmente entendido por Melquiades Álvarez y quienes exigían la parlamentarización sin trampas del régimen. Pero dos impedimentos notables, la inmadurez intelectual y personal del monarca y su férrea voluntad de «ser rey», y el foco purulento sempiternamente abierto por una Guerra de Marruecos que contaminaba todo lo que tocaba fueron abocando paulatinamente al régimen a un callejón sin salida. La dictadura de Primo de Rivera, que en un principio se presentó como el bálsamo de fierabrás de todos los problemas de España, terminó precipitando las cosas, confirmando el descrédito institucional del régimen, y la afirmación de unas clases medias cada vez más convencidas de que su hora había llegado. Lo que los españoles de los años treinta tenían clavado en sus mentes —y también en sus corazones— era su enorme autoestima para construir una democracia que entendiera la política como deber activo y no como simple función de obediencia. Algo que a modo de arquetipo negativo retrataba magistralmente un best seller que por entonces hacía furor en el público hispano, Der Untertan (el súbdito) de Heinrich Mann. Y es que para aquellos hombres, la República significaba ante todo un despertar ciudadano entendido como meta existencial; un propósito que Manuel Azaña supo captar como nadie y al que fue capaz de dotar de credibilidad en forma de programa de acción política nacional.

			En este sentido, es fácil entender que entre los ciudadanos que en 1931 se agolpaban ante el Palacio de Oriente hubiera republicanos o exmonárquicos y hasta «monárquicos sin rey» (en expresión de don José Sánchez Guerra, el último primer ministro de la Monarquía Constitucional), agrarios, socialistas o anarquistas e incluso indiferentes, pero en ningún caso se contaban leninistas o fascistas, ideologías entonces exotéricas para los españoles, y que se quiera o no, carecían de implantación significativa y prácticamente no disponían de difusión intelectual nacional. Y es que ninguno de aquellos españoles que aspiraban a recuperar la dignidad moral, el rigor y el decoro que conducían a la modernidad política democrática aspiraba a instaurar una sociedad de nueva planta (en todo caso, los anarquistas pretendían destruir la existente), ni buscaba construir un Estado desde las ideologías forjadas en los totalitarismos surgidos de las trincheras de la Primera Guerra Mundial, y que habían contaminado incluso a los socialcatólicos austriacos del canciller Dollfuss. Sobre la mesa española aparecía solo una línea divisoria tajantemente marcada por la dicotomía Monarquía Constitucional versus República democrática.

			Pero lo que vino después de la aprobación de aquella Constitución —y también a través de ella— fue una cosa muy diferente. Don Nicolás, en su Comentario, lo dejó escrito de manera premonitoria: «Si avanza demasiado y (se) exige a la colectividad un esfuerzo superior al legítimo, la ley no logra aquel séquito de asentimientos que le proporciona efectividad». La Constitución de 1931, que en primer lugar estaba llamada a asentar la legalidad republicana, no solo resultó absolutamente incapaz de afirmar su propia legitimidad a través del derecho, porque estuvo permanentemente amenazada de insurrección por un movimiento sindicalista dirigido desde la FAI —una facción anarquista fundada y sostenida en el terror— que había dejado relegada a la socialista UGT a la condición de segundona, siempre temerosa de perder fuerza en el movimiento obrero. Es que además, y en segundo lugar, se demostró manifiestamente incapaz de responder con los instrumentos del Estado Social previstos en la Constitución, a las crecientes exigencias de una sociedad que según pasaban los años restaba cada vez más fascinada, a izquierda y derecha, por el pensamiento ideológico que prometía un mundo nuevo. En la España posterior a 1931, a medida que avanzaban las tensiones sociales y los errores políticos de los gobiernos se multiplicaban, se fue generando un caldo de cultivo propicio a las ideas que desde los años veinte se venían gestando en el continente europeo, y eso determinó que los acontecimientos fueran desbordando, día tras día, las instituciones hasta desembocar en el fracaso que hizo reventar el ciclo histórico iniciado en 1808.

			Todo acabó en una espiral de conflictos que las instituciones republicanas se demostraron incapaces de desactivar. De manera que tras numerosas vicendas, el triunfo del Frente Popular —en el que resultaría decisiva la promesa de amnistía dirigida a atraer el voto de unas masas anarcosindicalistas que, a pesar de todo, seguían aborreciendo la Republica— se tramó un golpe de Estado organizado por Mola en el verano de 1936, malogrado a medias y que abrió las puertas a dos protagonista inesperados: la revolución proletaria y el ejército de Marruecos, la única tropa moderna y profesional con que entonces contaba España. Al final, Franco se hizo dueño de todo, tanto de lo que desde el principio habían conquistado los insurrectos del 18 de julio como de lo que con su espada había arrebatado a la revolución en una guerra de conquista que se extendería durante casi tres años. La destrucción y la espada de un militar africanista habían abierto finalmente un ciclo nuevo en la vida política y social española.

			2. LA CONSTRUCCIÓN DE LA CATEGORÍA DE NORMATIVIDAD CONSTITUCIONAL Y SUS CONSECUENCIAS EN EL ORDEN EXPOSITIVO Y PRÁCTICO-OPERATIVO

			Pero en aquel momento —y este es el segundo gran mérito a reconocer en el trabajo de Pérez Serrano— que era el tiempo de construir una normatividad nueva sustentada en la legitimidad republicana, la única respuesta en condiciones de deparar cierta estabilidad al proyecto del 14 de abril —al igual que sucedería cien años atrás en Francia cuando entre otros Benjamín Constant se planteó la necesidad de concluir Termidor— pasaba forzosamente por la Constitución y su afirmación como referente paradigmático, en el sentido que Thomas Kuhn confiere al término. Ello suponía, por un lado, una reconstrucción del pacto constituyente incorporando nuevas fuerzas y redefiniendo los equilibrios internos, que permitiera concluir de una vez por todas la tarea de regeneración nacional desde un cierto consenso integrador que se mantuviera dentro del ciclo de la modernidad iniciado en 1808, reabriendo el camino político para una evolución que desde el Estado transformara la sociedad. Pero y, de otra parte, para conseguir todo esto era imprescindible fletar además una nueva idea de Constitución que superando la vieja noción de pacto entre fuerzas sociales previas y no nacidas del acto constituyente, dotara a la Norma Fundamental de autonomía normativa y le confiriera la fuerza trasformadora dirigente susceptible de demandar una obediencia en clave jurídica que daría pie a lo que más tarde, y en palabras de Konrad Hesse, se definirá como valor normativo de la Constitución. Estamos ante lo que García-Pelayo tipificará años más tarde como «Constitución racional-normativa», que tiene exactamente en el texto de la II.ª República española una de las representaciones primeras y más acabadas técnicamente, y de la que posiblemente don Nicolás Pérez Serrano será el primero en dar cuenta en el derecho constitucional europeo. Y es que el autor español reunirá el indiscutible mérito de ser el primero en sumar política y derecho para construir conceptualmente la idea de Constitución normativa que, después de 1945, se impondrá en buena parte de Europa como consecuencia en gran medida de las enseñanzas y fracasos de Weimar.

			Así pues, más allá de la condición de superley que reviste una Constitución «cuando se instaura, como en nuestro caso se ha hecho, un criterio de rigidez para su reforma», la construcción del paradigma constitucional-normativo supondrá la formación de una síntesis en la que se verterán la suma de aportaciones, a veces contradictorias y hasta antagónicas, de una serie de autores que, sin identificarse exactamente con él, contribuyen con sus obras a la definición de sus contenidos. Tal es el caso de Kelsen, Schmitt, Heller, pero también de Thoma, Anschütz, Smend y de otro modo Barthélemy o incluso del más veterano Esmein, que en diferentes grados serán en conjunto responsables de haber concebido los diferentes elementos que nutrirán intelectualmente un nuevo concepto de Constitución que sin ser de nadie, será de todos, y en el que —como gustaba recordar Reyes Heroles— los fondos comportarán siempre formas que resultan sustanciales. En semejante marco, el gran mérito de Pérez Serrano en esta obra consistirá en comprender antes que nadie la existencia de esa síntesis, y no contento con ello en trasladar sus consecuencias a su menester como constitucionalista práctico.

			En ese sentido, La Constitución Española de 1931 será una obra rompedora que inaugurará y, casi podría decirse, inventará una forma o técnica nueva de comentario constitucional articulada precepto a precepto, que permitirá construir desde la suma de todos ellos una malla hermenéutica que cubrirá sin lagunas la totalidad de la realidad colectiva, como si se tratara de un sistema acabado y completo. Una concepción que hoy parece obvia y resulta lugar común entre los iuspublicistas, pero que por aquel entonces a duras penas empezaba a asomar en los esquemas mentales de los constitucionalistas continentales europeos y que desde luego estaba ausente de sus manuales.

			En este sentido, y si bien es cierto que Carl Schmitt había comprendido antes que nadie las trascendentales implicaciones que comportaba el nacimiento de la noción de Constitución como categoría dotada de sustantividad propia y concebida como dominio autónomo (en otra parte he defendido que el principal mérito que Schmitt exhibió frente a Kelsen estuvo en la renovación del lenguaje —el entendimiento del derecho constitucional como lenguaje— y en la teorización de nuevas instituciones y categorías constitucionales), no es menos cierto que ese entendimiento no había permeado todavía en las doctrinas alemana o francesa que hasta después de la Segunda Guerra Mundial se mantuvieron fieles a los obsoletos cánones decimonónicos. Así, y mientras en Francia los cursos y manuales de Esmein o Barthélemy procuraban conceptualizar históricamente las categorías constitucionales sirviéndose de viejos modelos tomados del derecho medieval o del ius privado, los libros alemanes del estilo del celebrado Handbuch de Anschütz y Thoma construían sus reflexiones como tratados generales que iban de lo principial a lo concreto, obviando el estudio directo de los preceptos y, por tanto, el examen pormenorizado de los problemas constitucionales en cuanto problemas jurídicos presentados en clave práctico-real. Tan solo el libro de Otto Bühler, aparecido en 1922 y traducido al español en 1931 por iniciativa del también catedrático de Derecho Político y diputado constituyente Manuel Pedroso (véase La Constitución de Weimar, n.º 112 de esta misma colección), puede ser invocado como precedente directo del trabajo de Nicolás Pérez Serrano, aunque en realidad, y si se examina detalladamente su contenido, se llega a la conclusión que lo es más en su apariencia y en sus formas que en su contenido intelectual, ya que no existe en Bühler una pretensión de comprender la vida política desde la idea racional-normativa de constitución, sino simplemente la intención de explicar de manera comprensible el significado del texto de Weimar. Pérez Serrano es pues un autor genial que con su enfoque se anticipa en una generación a lo que después de la Segunda Guerra Mundial será habitual en el comentario constitucional alemán, francés o italiano. Estamos, por consiguiente, ante un tratamiento original de la Constitución y su estudio que se hace patente en la obra de un autor español y que no ha tenido siempre el reconocimiento que en justicia le correspondía.

			Pero, por lo que hace a su técnica narrativa, hay que recordar que Pérez Serrano fue, a la vez que eximio jurista, un extraordinario prosista que efectuó varias traducciones y que tuvo siempre un excelente dominio de la lengua, que se aprecia fácilmente en la redacción de este libro. Independientemente del rigor jurídico con que da cuenta de las disposiciones de la Constitución republicana, la lectura del texto desprende un grato sabor de buen español que confiere enorme prestancia al Comentario. El derecho y su jerga, sin dejar de serlo, se convierten, en la pluma del autor, en pieza literaria, y sus palabras cobran de este modo una precisión y una limpieza narrativa que hacen atractiva la lectura de una obra que de otro modo sería abstrusa y destinada solo a iniciados. No existen antecedentes de un trabajo así en el terreno de lo constitucional, una narración que puede ser leída tanto por quien no practica directamente el menester profesional de jurista como por quien vive de la práctica forense. Algo que facilita el acercamiento al objeto del comentario y hace más accesible la Constitución de 1931 a toda clase de púbico. Un propósito —dicho sea de paso— claramente republicano que se conecta con la primera nota que hemos señalado, la ambición didáctica que anima todo el quehacer de Nicolás Pérez Serrano y particularmente en lo que se refiere a esta obra.

			El libro de Pérez Serrano, sin ser un texto de sencillez escolar, es decididamente un trabajo concebido para hacer pedagogía constitucional, explicando a los que no son expertos ni están directamente implicados en cuestiones de gobierno, lo que es y supone la política democrática. Sus frases y sus renglones rezuman ganas y preocupación por ilustrar, por explicar, por dejar meridianamente claro y sin zonas grises el tratamiento que la Constitución concede a la vida colectiva y a la política. Por mucho que cumpla sobradamente los requisitos propios de un comentario de derecho constitucional al uso, su lenguaje lo trasciende con decisión y se adentra en un propósito consonante con el espíritu que informa el momento: la idea republicana de hacer accesible a todos el conocimiento del existir político. De presentar el gobierno como un actuar normal en el que la condición ciudadana es condición suficiente para tomar parte. En ningún comentario constitucional actual se aprecia esfuerzo similar, que por lo demás no evita la naturaleza jurídica de un libro que será publicado en una editorial especialmente dedicada al Derecho (Revista de Derecho Privado).

			3. SU OLFATO PARA DETECTAR LOS PROBLEMAS QUE SUSCITARÍA LA APLICACIÓN DE LOS MECANISMOS DESTINADOS A CONDUCIR LA VIDA REPUBLICANA Y LAS IMPORTANTES CONSECUENCIAS QUE DE ELLO SE DERIVAN EN ORDEN A LA FALTA DE LEGITIMIDAD DE UN RÉGIMEN FUNDADO EN LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA POLÍTICA

			Los dos datos anteriores, y muy especialmente el último, nos permiten abordar desde una perspectiva de conjunto la consideración del tercero de los imponentes méritos y notables cualidades analíticas que reúne el trabajo de don Nicolás y que se concretan en su fino instinto para entender la dinámica hacia la que estructuralmente abocaba la configuración de las instituciones republicanas y su perspicacia para señalar con suma delicadeza y tacto dónde estaban emplazados exactamente los cuellos de botella que amenazaban potencialmente con embarullar la vida política española, y con tornar quimérico cualquier intento de abordar cabalmente los problemas que justamente la Constitución se encontraba llamada a resolver.

			En este sentido y dejando a un lado sus inteligentes comentarios a la fórmula recogida en el artículo primero de la Constitución que declaraba a España «República de trabajadores de todas clases», y sus agudas referencias al Estado Integral que proclamaba la Constitución, o a la polémica solución de la cuestión religiosa, lo que más nos interesa resaltar aquí es la sutil advertencia de Pérez Serrano respecto de la viabilidad de los mecanismos destinados a regular las relaciones entre los tres órganos de dirección política que diseñaba la Constitución: el Congreso de los Diputados, el Consejo de Ministros y su presidente, y el presidente de la República.

			En este punto, el Parlamento había sido diseñado constitucionalmente como la principal expresión de una democracia republicana acusadamente representativa, en absoluto atemperada en su preminencia por el contrapeso de un posible referéndum concebido como hipótesis de laboratorio que en realidad nunca llegó a ser utilizada. El carácter unicameral de las Cortes —rompiendo la inveterada tradición histórica— reforzaba un protagonismo del legislativo que se plasmaba de manera patente en dos atribuciones cruciales y enormemente polémicas, la exigencia de una censura expresa del Gobierno para hacerle caer (lo que implicaba la posibilidad de gobiernos de minoría parlamentaria), y la potestad de examinar la necesidad —en el caso de que se hubiera producido— de una segunda disolución de las Cortes por el presidente de la República en el curso de su mandato, y eventualmente de proceder a su destitución. Las dos facultades eran la fiel expresión del delicado y complejo equilibrio que procuraba presidir el juego de poderes republicano y que, sin conseguirlo, intentaba tomar un camino intermedio entre el parlamentarismo puro y el impuro; el tema que había fascinado a Redslob y al que tanto estudio dedicaría el maestro alsaciano. Una y otra vez se lamentaría Pérez Serrano, en las páginas de su Comentario, de la solución adoptada por el constituyente en este asunto, «una de las materias menos felizmente resueltas y (que) puede provocar momentos de grave dificultad». Y desgraciadamente no le faltaría razón, porque la definición de aquellos mecanismos estaba orientaba más hacia el conflicto y a la lucha que a la búsqueda de consensos democráticos, en un momento fundacional en el que hubiera sido necesario reforzar los instrumentos del acuerdo para atraer desde ellos la aquiescencia social.

			No hace falta acudir al mítico ensayo de Gaspar Bayón sobre la disolución del Parlamento (1935), ni invocar el agrio discurso revisionista de Alcalá Zamora en Los Defectos de la Constitución de 1931 (1936), para llegar a la conclusión de que la introducción de aquellos instrumentos técnicos, y principalmente del segundo, significaba poner a disposición de quien pretendiera utilizarla, la posibilidad de acudir a un juego decididamente torticero para conquistar la totalidad del poder político de la Republica, porque o bien el jefe del Estado optaba por autolimitarse en su relación con el Congreso, y entonces prevalecía el parlamentarismo desbocado a la francesa, o un Congreso renovado tras unas elecciones adversas al presidente podía revocarlo y sustituirlo por otro que perteneciera a su misma mayoría, sumiendo así al jefe del Estado en la posición de criatura o de apéndice parlamentario. Pero más allá de la peligrosidad democrática del procedimiento y trascendiendo a las graves implicaciones a que podía dar lugar semejante juego —que las dio—, lo relevante a los efectos que aquí se persiguen, es constatar el espíritu a que respondía este mecanismo, marcado por el desgaste de la institucionalidad que significaba su utilización como arma de conflicto y que fue una constante de toda la experiencia republicana, que desgraciadamente nunca conseguiría dotar de majestad a las magistraturas de la República.

			Para decirlo de otra manera, el gran problema de la República española —o al menos uno de los que más contribuyó a su ruina que fue su falta de institucionalidad—, estuvo, con toda seguridad, en que sus magistraturas no generaron respeto, no atrajeron sobre los órganos del Estado naciente la aceptación de una sociedad que en abril de 1931 había abrazado sinceramente la República. El desafío nunca superado por las nuevas magistraturas republicanas españolas estribó en la incapacidad estructural de quienes las desempeñaban para entender que la lealtad exige de los gobernantes un respeto avant la lettre de las reglas que ellos mismos establecen, y, en definitiva, comporta la necesidad de aceptar las consecuencias perjudiciales que pudieran derivarse de unos contenidos institucionales que objetiva y neutralmente responden a determinadas esencias que no deben ser traicionadas por motivos de conveniencia circunstancial so pena de aparejar la pérdida del respeto por parte de los gobernados.

			Y es que si introducir el espíritu institucional es una tarea habitualmente ímproba en circunstancias normales, porque el fair play tiene siempre bastante de incompatible con la lucha que —según la conocida definición de Weber— caracteriza todo el existir y obrar político, mucho más lo es cuando una forma política está en sus inicios y pugna endemoniadamente por incorporar eso que Ferrero llama legitimidad. Lo cierto fue que la II.ª República española nunca consiguió pasar de la fase de la pre-legitimidad, porque en vez de ampliar paulatinamente la base del consenso social que soportaba las instituciones políticas, optó por ir reduciéndolo cuantitativa y cualitativamente a medida que las diferentes fuerzas políticas se negaban a reconocer la institucionalidad cuando estaba encarnada por el adversario. Por eso, y más allá de que la legalidad institucional se viera repetidamente desplazada por las frecuentes apelaciones a una legislación de emergencia que prácticamente acompañó a la aprobación de la Constitución, la gran debilidad de la experiencia republicana española de 1931 estuvo ciertamente en el hecho de que fueran las personas y no las instituciones las que dirigieron una política que se movió siempre por criterios y lealtades personales y no según reglas institucionales nacidas del respeto a las magistraturas republicanas. Fueron hombres y no instituciones despersonalizadas las que gobernaron la República española, les dieron su impronta y les negaron su reconocimiento objetivo y la lealtad que corresponde al Poder institucionalizado situado por encima de los gobernantes.

			En este contexto la advertencia de Pérez Serrano era pertinente y resultaba clara, sin instituciones dignas de respeto la República no podía imponer en el sentir social una creencia que se correspondiera con lo que hoy se llama «lealtad» o «patriotismo constitucional». Esta es, sin duda, la gran dificultad práctica con que chocó la Constitución española de 1931 que Pérez Serrano comenta en este libro con tanto esmero. Y es que —en palabras de Guglielmo Ferrero, posiblemente tomadas de boca del propio Azaña—, a pesar de todo el entusiasmo que consiguió concitar en sus orígenes fundacionales, la República española nunca pasó de ser una prelegitimidad en vías de consolidación. Y sin legitimidad no cabe hablar nunca de normatividad, ni invocar legalidad alguna.

			EPÍLOGO

			EL PAPEL DE UN PROFESOR DE DERECHO POLÍTICO EN UNA SOCIEDAD EN ESTADO DE DERELICCIÓN POLÍTICA

			Lo colosal del impacto de la guerra sobre el existir colectivo fue intuido tempranamente por quienes antes padecieron sus calamidades: un cataclismo sin parangón desde la invasión francesa. Y es que la guerra, mucho más que un avatar bélico, significó en palabras de otro notable catedrático de Derecho Político de aquella época, don Nicolás Ramiro, un cataclismo geológico en el tenor etimológico literal del κατακλυσμός griego (inundación, diluvio). La contienda lo pulverizó todo, y lo poco que quedó debió superar la depuración —palabra de moda en la época– que truncó intencionalmente la continuidad del existir nacional. Todo mutó en su esencia, el Estado y sus instituciones perecieron y fueron reedificadas de cero. La sociedad y la economía se arruinaron y encontraron trastocadas sus fuentes de riqueza, de manera que ricos y pobres vieron arrasadas sus vidas y debieron someterse a nuevas reglas de movilidad y ascenso social. La cultura política y sus protagonistas acabaron borrados del mapa (y hasta físicamente liquidados) en una especie de arrepentimiento colectivo que lindaba la «damnatio memoriae» de los romanos, y hubo que rescribirla de nuevo, incluso entre la derecha presumidamente triunfante, que despertó de repente, desplazada en sus ideas y creencias por unos valores —y actores— militaristas que abominaban de la política conservadora tradicional, a la que tenían por tan culpable de lo sucedido como la misma izquierda. Y es que los vencedores repudiaban terminantemente la política y solo comulgaban de una concepción castrense de la vida que sostenida en sí misma concebía la existencia como un hecho individual a secas, aislado de cualquier reflexión y sin más trastienda ni conciencia que el trabajo y el sacrificio humano imprescindibles para conquistar la supervivencia y, si mérito hubiera, el éxito personal. Los hechos sucedieron a las ideas y las suplantaron por completo. España renunció a existir civilmente y solo quedaron en pie el vencedor y sus hechos. Unos hechos descarnados y duros que culturalmente no entendían de política. En semejante mundo comenzó un ciclo histórico nuevo y nada pudo tener de extraño que don Nicolás Pérez Serrano se centrara en su vida profesional y académica e incluso renunciara a publicar su Tratado, que no llegaría a ver la luz hasta después de 1977.

			Y es que la reconstrucción que vino después de la Guerra forjó un mundo de nueva planta que se asentó en la derelicción política más delirante y contumaz. Un abandono absoluto, desesperanzado y —a muy alto costo— finalmente interiorizado (cuando no querido) de la política por una sociedad escarmentada que se entregó en cuerpo y alma al caudillo natural del ejército conquistador. Franco fue durante toda su larga vida el real dueño de España. Frente a su ley solo procedía el acatamiento y la obediencia ciega de un agregado de individuos —que no una sociedad política— persuadidos de que el único propósito tolerable era el que conducía a la supervivencia económica y al ascenso social. Una sociedad que no ambicionaba existir como ciudad, porque le resultaba extraña la política, ni pensar o actuar desde las pautas que legitiman la convivencia, porque había renunciado a lo cívico. Una sociedad que, con los años, fue rehaciéndose lentamente, casi sin darse cuenta, de que a medida se recuperaba iba transformándose internamente hacia un horizonte cualitativo sin precedentes, en el que la estratificación de las masas sustituía a las clases, y la funcionalidad y el deseo de disfrutar habían reemplazado a la conciencia y a la cultura política. Una sociedad sin política, construida sobre hechos plúmbeos y no articulada en ideas que dieran paso a un lenguaje político. Un mundo apolítico (y no aideológico) en el que ni siquiera contaba nada el decorado institucional que exhibía la propaganda oficial: tosca liturgia de un poder tout court, culturalmente inane. Los hechos se tenían en pie por sí mismos y el poder se definía como un facto más, avalado por su propio actuar.

			Una cultura nacional tallada a la bayoneta en lo fáctico y sumida en la apoliticidad más drástica (derelicción es el término) presidió la apolítica existencia de los españoles hasta el momento postrero del régimen, sin que la aislada oposición dispusiera de influencia real sobre el sentir social o la mentalidad que había cristalizado. Los contados enemigos interiores del franquismo, genealógicamente desentendidos del pasado republicano —como trágicamente constataría Max Aub en su frustrante vuelta a España de 1969— encontraron su alimento en el mismo dato paradigmático que serviría al régimen para construir su mito: la prosperidad, y para el que el recuerdo de la II.ª República obraba como antiejemplo de lo que no debía ser nunca la vida pública, y relegaba a los profesores a unas aulas desde las que no se dirigía intelectualmente el país ni era posible explicar su marcha en términos de cultura política.

			ELOY GARCÍA

			Catedrático de Derecho Constitucional en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense.

			Director de la colección Clásicos del Pensamiento

			Madrid, abril de 2021.
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PREFACIO

			Nuestra Constitución de 1876 murió sin haber merecido el honor de un comentario, no obstante ser estos tan frecuentes entre nosotros, que cualquiera minúscula ley de justicia municipal, pongo por caso, logra —apenas nacida— la correspondiente glosa. La manera como surge la nueva Constitución española hace suponer que no han de faltarle escoliastas: pero su misma índole obliga a procurar desde un principio una interpretación decorosa y digna de sus preceptos, para que no se desvirtúen, como otras veces ocurriera, al comenzar su aplicación.

			Tal es el móvil principal a que responde el presente libro, cuyas características pueden sintetizarse en pocas palabras: respeto, imparcialidad, independencia, preocupación técnica. Respeto, porque entre nosotros es, por desgracia, harto usual la censura violenta a cualquier obra ajena, sin tener en cuenta todo el esfuerzo enorme que exige el más mínimo empeño creador. Imparcialidad, porque el autor no quisiera tampoco adoptar la posición, tradicional en nuestra patria, de panegirista incondicional, o detractor sistemático, antes bien estima que las cosas tienen por sí un valor, y que, a él, y no a banderías o partidismos, debe atenderse para formar juicio. Independencia, en cuanto que esta misma posición, objetiva, neutral, acaso por igual desagradable para los extremismos de uno y otro bando, puede ser garantía de criterio razonable, ya que no habrá de influirlo el deseo de halagar, ni habrá de cohibirlo el temor del enojo sectario. Finalmente, preocupación técnica, porque el autor prefiere examinar de modo sereno, a la luz de la doctrina contemporánea, la estructura y el régimen que implanta nuestra nueva Ley Fundamental; pero, bien entendido que, en su opinión, el derecho público está dominado por dos ideas capitales, a saber: la hipervaloración de la forma en punto al aspecto externo y la garantía de la libertad como preocupación de contenido.

		

	
		
			
			
INTRODUCCIÓN

			1. LA PROCLAMACIÓN DE LA REPÚBLICA

			I. LOS ÚLTIMOS GOBIERNOS DE LA MONARQUÍA


			La obra de la Dictadura, que muchas veces cuidó de ligar su suerte a la de la Corona, hizo que el jefe del Estado apareciera como jefe del Gobierno, y que se perdiera de hecho y en la conciencia popular aquella inviolabilidad que debe acompañar a la suprema magistratura; inviolabilidad que, como nace de un supuesto previo, a saber, la neutralidad del monarca, sucumbe cuando el soberano desciende al terreno de la lucha entre partidos o se ve envuelto, por cualquier causa, en los azares de la política candente.

			El movimiento revolucionario preparado para diciembre de 19301 pudo ser sofocado de momento por el Gabinete que presidia el General Berenguer; pero cualquier espíritu medianamente perspicaz tuvo ya ocasión de advertir cuántas eran las fuerzas conjuradas contra el régimen y cómo se hacía punto menos que imposible lograr la vuelta a la normalidad constitucional a que el Gobierno había adscrito su actuación.

			La fórmula de convocar Cortes, y aun atribuirles en cierto sentido carácter de Constituyentes, sirvió de muy poco, pues los elementos hostiles a la monarquía manifestaron resueltamente su decisión de no acudir a las urnas y, sucesiva y continuadamente, fueron también diversos sectores monárquicos revelando la repugnancia con que iban a la elección, o incluso expresando su disconformidad sustancial respecto a esta.

			Así las cosas, ocurrió en 14 de febrero de 1931 la caída del Ministerio Berenguer y su sustitución el día 18 por otro que presidía el Almirante Aznar, y en el que ocupó la cartera de Estado y fue figura preeminente el experto jefe liberal Conde de Romanones, inspirador acaso de la mutación política acaecida. Con ambos personajes entraron asimismo en el nuevo Gobierno los señores García Prieto (Gracia y Justicia), General Berenguer (que continuó al frente de Guerra), Rivera (Marina), Ventosa (Hacienda), Marqués de Hoyos (Gobernación), Gascón (Instrucción Pública), Cierva (Fomento), Duque de Maura (Trabajo) y Conde de Bugallal (Economía): ingente aglomeración heterogénea, aunque bien intencionada, de las fuerzas políticas con que contaba la dinastía, llamadas al parecer para encauzar con la plenitud de sus representaciones la desquiciada marcha de nuestra gobernación.

			II. LAS ELECCIONES MUNICIPALES


			Manifestó el Gabinete Aznar su criterio opuesto a una convocatoria de Cortes sin haber celebrado antes unas elecciones municipales; y, en efecto, y habiendo quedado ya primeramente anulada aquella convocatoria (RR. DD. de 14 de febrero y 3 de marzo de 1931), se señaló la fecha del 12 de abril de 1931 para la renovación de concejales en toda España, acordándose también que la elección no se limitase a la mitad de los puestos, sino que abarcase los correspondientes a la totalidad de cada Ayuntamiento, pues el largo tiempo transcurrido desde que la última se verificó, hacía que no hubiera en la nación concejal alguno válidamente elegido y con mandato popular no caducado.

			Ahora bien, ocho años sin consultar el cuerpo electoral daban en aquel momento una significación singularísima a la expresión de su voluntad: en el fondo, y por encima de los ritualismos que intentaban reducir al marco estricto de una votación administrativa el resultado de la contienda, la realidad era que la elección primera que en España se celebrase tendría verdadero carácter constituyente, pues revelaría por manera explícita el juicio que merecía al país la conducta del llamado Poder moderador: en cierto modo, y por anómalo que ello parezca a una técnica literal e incomprensiva, la elección había de ser un voto de censura a la Corona o una ratificación de confianza a la persona que la ostentaba. Y así lo entendieron los mismos candidatos y partidos, subrayando la importancia de la lucha, y atribuyéndole misión harto más excelsa y transcendental que la correspondiente a la modestia oficial de su ámbito.

			La elección del 12 de abril de 1931, cuyos escrutinios sorprendieron aun a los más esperanzados partidarios de la República, significó un triunfo rotundo de esta en casi todas las grandes capitales, e incluso en muchas poblaciones de rango secundario o subalterno: la votación de concejales se había convertido en un plebiscito contra la persona del rey, en términos que desconcertaron a su Gobierno y exigieron con imponente apremio una rapidísima solución.

			III. LA CRISIS DEL RÉGIMEN


			El día 14, previas algunas consultas y un Consejo de Ministros reunido por la tarde en Palacio, D. Alfonso XIII firmó un mensaje2 que entregó al Conde de Romanones para su oportuna publicación, y poco después de las ocho salió de Palacio, trasladándose en automóvil a Cartagena, acompañado por el ministro de Marina señor Rivera, en unión del cual embarcó en el crucero Príncipe Alfonso, que lo condujo a Francia.

			Aquella misma tarde se habían posesionado del Ayuntamiento de Madrid los concejales republicanos electos, y se había hecho cargo del Poder el Gobierno provisional, que se constituyó en el Ministerio de la Gobernación con los mismos elementos que formaban el Ministerio preparado en diciembre anterior (salvo aquellos que se hallaban en el extranjero). La proclamación de la República era un hecho claramente anunciado por la animación inmensa del pueblo en las calles y la profusa aparición de banderas tricolores en edificios públicos y particulares. Aquella misma noche quedó izada la bandera republicana en palacio; al día siguiente, por la mañana, salieron de Madrid la reina y los infantes.

			En provincias habíase verificado un fenómeno análogo, siendo de recordar que el señor Maciá se adelantó a Madrid, pues a las dos de la tarde había proclamado ya la República catalana, asumiendo el Poder con el carácter de presidente de la misma: en notas y telegramas facilitados aquel día aparece ostentando tal carácter y anunciando, en nombre del Estado catalán, su colaboración para una Confederación de pueblos ibéricos. Las dificultades que esta conducta provocó no son de este lugar, bastando con decir que el señor Nicolau d’Olwer, representante de los grupos catalanes, no se encargó de su cartera hasta que la situación no estuvo aclarada, en parte al menos, o, por lo pronto, en todo caso.

			IV. EL NUEVO GOBIERNO


			Quedó compuesto en esta forma:

			Presidencia, D. Niceto Alcalá-Zamora y Torres; Estado, D. Alejandro Lerroux; Justicia, D. Fernando de los Ríos; Hacienda, D. Indalecio Prieto; Guerra, D. Manuel Azaña; Marina, D. Santiago Casares Quiroga; Gobernación, D. Miguel Maura; Instrucción Pública, D. Marcelino Domingo; Fomento, D. Álvaro de Albornoz; Trabajo, D. Francisco Largo Caballero; Economía, D. Luis Nicolau d’Olwer, y Comunicaciones (cartera de nueva creación), D. Diego Martínez Barrios.

			La circunstancia de hallarse en Francia los señores Prieto y Domingo retardó hasta el día 16 de abril la toma de posesión de sus respectivos Departamentos; razones análogas, aparte la ya mencionada complicación por la actitud del señor Maciá, aplazaron, como se ha dicho, igual acto por parte del señor Nicolau d’Olwer.

			Es de interés señalar la composición de fuerzas políticas del Gobierno provisional: tres ministros socialistas (Prieto, Ríos y Caballero); dos radicales (Lerroux y Martínez Barrios); dos radicales socialistas (Domingo y Albornoz); dos de la derecha liberal republicana (Alcalá-Zamora y Maura); uno de Acción Republicana (Azaña); uno de la ORGA.3 (Casares) y uno de las fuerzas catalanas (Nicolau).

			También entraña cierta significación la índole de los Departamentos asignados a cada sector, aunque en algún caso se atendiera preferentemente a razones de especialización anterior (Azaña).

			V. ACUERDOS DEL GOBIERNO PROVISIONAL


			Los primeros actos del Gobierno provisional consistieron en la creación, ya anotada, del Ministerio de Comunicaciones (de que no se posesionó hasta el día 16 el señor Martínez Barrios), la concesión de una amplia amnistía y la aprobación del importantísimo Estatuto Jurídico de la República, que a continuación se transcribe:

			«El Gobierno provisional de la República, al recibir sus poderes de la voluntad nacional, cumple con un imperioso deber político al afirmar ante España que la conjunción representada por este Gobierno no responde a la mera coincidencia negativa de libertar a nuestra patria de la vieja estructura ahogadiza del régimen monárquico, sino a la positiva convergencia de afirmar la necesidad de establecer como base de la organización del Estado un plexo de normas de justicia necesitadas y anheladas por el país.

			El Gobierno provisional, por su carácter transitorio de órgano supremo mediante el cual ha de ejercer las funciones soberanas del Estado, acepta la alta y delicada misión de establecerse como Gobierno de plenos poderes. No ha de formular una carta de derechos ciudadanos, cuya fijación de principios y reglamentación concreta corresponde a la función soberana y creadora de la Asamblea Constituyente; mas como la situación de «pleno poder» no ha de entrañar ejercicio arbitrario en las actividades del Gobierno, afirma solemnemente, con anterioridad a toda resolución particular y seguro de interpretar lo que demanda la dignidad del Estado y el ciudadano, que somete su actuación a normas jurídicas, las cuales, al condicionar su actividad, habrán de servir para que España y los órganos de autoridad puedan conocer, así los principios directivos en que han de inspirarse los decretos, cuanto las limitaciones que el Gobierno provisional se impone.

			En virtud de las razones antedichas, el Gobierno declara:

			Primero. Dado el origen democrático de su poder, y en razón del responsabilismo en que deben moverse los órganos del Estado, someterá su actuación, colegiada e individual, al discernimiento y sanción de las Cortes Constituyentes —órgano supremo y directo de la voluntad nacional—, llegada la hora de declinar ante ella sus poderes.

			Segundo. Para responder a los justos e insatisfechos anhelos de España, el Gobierno provisional adopta como norma depuradora de la estructura del Estado someter inmediatamente, en defensa del interés público, a juicio de responsabilidad, los actos de gestión y autoridad pendientes de examen al ser disuelto el Parlamento en 1923, así como los ulteriores, y abrir expediente de revisión en los organismos oficiales, civiles y militares, a fin de que no resulte consagrada la prevaricación ni acatada la arbitrariedad, habitual en el régimen que termina.

			Tercero. El Gobierno provisional hace pública su decisión de respetar de manera plena la conciencia individual mediante la libertad de creencias y cultos, sin que el Estado, en momento alguno, pueda pedir al ciudadano revelación de sus convicciones religiosas.

			Cuarto. El Gobierno provisional orientará su actividad, no solo en el acatamiento de la libertad personal y cuanto ha constituido en nuestro régimen constitucional el estatuto de los derechos ciudadanos, sino que aspira a ensancharlos, adoptando garantías de amparo para aquellos derechos y reconociendo como uno de los principios de la moderna dogmática jurídica el de la personalidad sindical y corporativa, base del nuevo derecho social.

			Quinto. El Gobierno provisional declara que la propiedad privada queda garantida por la ley; en consecuencia, no podrá ser expropiada sino por causa de utilidad pública y previa la indemnización correspondiente. Mas este Gobierno, sensible al abandono absoluto en que ha vivido la inmensa masa campesina española, al desinterés de que ha sido objeto la economía agraria del país, y a la incongruencia del derecho que la ordena con los principios que inspiran y deben inspirar las legislaciones actuales, adopta como norma de su actuación el reconocimiento de que el derecho agrario debe responder a la función social de la tierra.

			Sexto. El Gobierno provisional, a virtud de las razones que justifican la plenitud de su poder, incurriría en verdadero delito si abandonase la República naciente a quienes desde fuertes posiciones seculares y prevalidas de sus medios, pueden dificultar su consolidación. En consecuencia, el Gobierno provisional podrá someter temporalmente los derechos del párrafo cuarto a un régimen de fiscalización gubernativa, de cuyo uso dará asimismo cuenta circunstanciada a las Cortes Constituyentes.—Niceto Alcalá-Zamora, presidente del Gobierno provisional; Alejandro Lerroux, ministro de Estado; Fernando de los Ríos, ministro de Justicia; Manuel Azaña, ministro de la Guerra; Santiago Casares Quiroga, ministro de Marina; Miguel Maura, ministro de la Gobernación; Álvaro de Albornoz, ministro de Fomento; Francisco Largo Caballero, ministro de Trabajo».

			Como notas que conviene recoger y destacar pueden consignarse estas: la preocupación por los problemas jurídicos, huyendo de toda arbitrariedad; el tono democrático de las nuevas instituciones y la necesidad de conciliar esos caracteres con la plenitud de facultades que las circunstancias exigían. En su virtud, el Gobierno creado tenía carácter provisional, y había de resignar sus poderes ante las futuras Cortes Constituyentes; se afirmaba la sanción de las responsabilidades contraídas en el régimen anterior; se hacía pública la decisión de respetar la conciencia individual; se anunciaba como orientación el acatamiento a la libertad personal y a los derechos ciudadanos, con propósito de ensancharlos y garantizarlos, y con alusión concreta al reconocimiento de la personalidad sindical; consagrábase la propiedad privada, sentando, sin embargo, el principio de la función social de la tierra, y se hacía saber que la plenitud de poder correspondiente al Gobierno le permitiría someter los derechos de los ciudadanos a un régimen de fiscalización gubernativa.

			En resumen, pues, la elección del día 12 había significado la designación popular del Gobierno preparado cuando el movimiento revolucionario; el origen democrático del Gobierno otorgaba a este plenos poderes; por último, como las Cortes que se convocaran habían de expresar la soberanía del país, ante ellas daría cuenta de su gestión el referido Gobierno, que mientras tanto actuaría con el carácter de provisional.

			Lo más interesante del Estatuto desde el punto de vista jurídico consiste en el intento noble, aunque acaso irrealizable, de hermanar conceptos antagónicos, ya que pretendía hacer compatible la omnipotencia del Ejecutivo con la garantía de los derechos ciudadanos. En Alemania, el primer acto del Gobierno revolucionario consistió en proclamar una tabla de derechos; y cuenta que las circunstancias por que atravesaba aquel país aconsejaban vigorosísima actuación del Poder público y precauciones extremadas. Entre nosotros, y aunque la transformación política se operó con paz profunda y tranquilidad ejemplar, el Gobierno, con explicable cautela, cuidó más de asegurar sus atribuciones, mediante declaración, bien categórica, que de reconocer los derechos y libertades, vagamente enunciados en forma nada eficaz, y sujetos a la severa restricción que representaba la amenaza de fiscalización gubernativa.

			Es de justicia recordar el uso moderadísimo que de tales facultades hizo el nuevo régimen4, aunque no haya de olvidarse que en algunas ocasiones excepcionales condujeron los plenos poderes a suspensiones de periódicos, prolongada detención gubernativa, incautación de propiedades particulares y otros actos de arbitrio ministerial discutibles en buen sistema legal, siquiera hubieran sido naturales en un movimiento revolucionario que, desdeñoso con el Derecho, no hubiese empezado por mostrar su preocupación por los conceptos jurídicos5.

			VI. DE LAS «FUERZAS POLÍTICAS» A LA «LEGALIDAD JURÍDICA»

			Expuestos quedan los hechos relativos a la creación del Ministerio, así como la interpretación razonable que a los sucesos había de darse y que conducía a salvar el escollo legal, formalista al menos, que todo cambio fundamental entraña, ya que entonces se opera aquella positivación del derecho natural a que Jellinek alude acertadamente. Comprendiendo esta misma dificultad el Gobierno, no en balde integrado en su mayoría por juristas muy expertos, quiso traducir en norma de derecho tal convencimiento y para ello ideó la siguiente fórmula: el Gobierno provisional asumía el poder sin tramitación ni resistencia; el presidente asumía también la Jefatura del Estado con el asentimiento expreso de las fuerzas políticas triunfantes y de la voluntad popular y el presidente así instituido nombraba luego a los ministros. No ofrecen interés los decretos (aparecidos en la Gaceta de Madrid del día 15) en que estas últimas designaciones se efectuaran; sí lo entraña, en cambio, el relativo al presidente, que apareció en igual fecha, y cuyo texto dice así:

			El Gobierno provisional de la República ha tomado el Poder sin tramitación y sin resistencia ni oposición protocolaria alguna; es el pueblo quien le ha elevado a la posición en que se halla, y es él quien en toda España le rinde acatamiento e inviste de autoridad. En su virtud, el Presidente del Gobierno provisional de la República asume desde este momento la jefatura del Estado con el asentimiento expreso de las fuerzas políticas triunfantes y de la voluntad popular, conocedora, antes de emitir su voto en las urnas, de la composición del Gobierno provisional.

			Interpretando el deseo inequívoco de la nación, el Comité de las fuerzas políticas coaligadas para la instauración del nuevo régimen designa a D. Niceto Alcalá-Zamora y Torres para el cargo de Presidente del Gobierno provisional de la República.

			Madrid, 14 de abril de 1931. Por el Comité, Alejandro Lerroux, Fernando de los Ríos, Manuel Azaña, Santiago Casares Quiroga, Miguel Maura, Álvaro de Albornoz, Francisco Largo Caballero.

			El dato que merece subrayarse es la intervención de un órgano nuevo, no jurídico y sin embargo llamado a dar juridicidad a los demás, a saber, el Comité de las fuerzas políticas coaligadas para la instauración del nuevo régimen. La fórmula tiene el inconveniente de que dicho Comité está integrado por los propios ministros, con lo cual se sigue dentro del mismo círculo vicioso, pues los ministros son los que nombran al presidente y este es quien los designa a ellos. El reparo carece de importancia si se tiene en cuenta que unos y otros actúan y obran en esta etapa como mandatarios del pueblo, cuya voluntad se había manifestado en forma nada ambigua.

			2. LA REUNIÓN DE LAS CORTES CONSTITUYENTES

			I. PRIMERAS MEDIDAS


			Desconfiando el Gobierno provisional de la sinceridad con que se hubieran celebrado en algunos pueblos las elecciones municipales, ordenó a los gobernadores civiles que procedieran inmediatamente a constituir los ayuntamientos de la respectiva provincia, acatando el resultado del sufragio, siempre que no se hubieran formulado ni se formularan protestas por coacciones o falseamiento de la elección, pues en este caso quedaría en suspenso la constitución del ayuntamiento y sería requerido el Comité de Conjunción republicano-socialista para designar interinamente una comisión gestora compuesta de un representante por cada distrito municipal, procediéndose sin demora a tramitar y resolver las susodichas reclamaciones (Órdenes circulares del ministro de la Gobernación, fechas 16 y 18 de abril).

			Fueron aquellas numerosísimas, como cabía sospechar en país de tan escasa vida ciudadana en los campos, y donde el influjo del poder es siempre, aun sin malas artes, estímulo sobrado para sumisiones incondicionales. Ignoramos la cifra exacta de las reclamaciones presentadas y desconocemos también cuáles se dedujeron antes y cuáles después de la primera orden ministerial aludida. Lo cierto es que la Dirección general de Administración realizó un trabajo abrumador estudiando los expedientes; que se anunció de modo oficioso que solo un 5 por 100 de ellos merecería la anulación; y que, finalmente, por Decreto de 13 de mayo de 1931, se dispuso que el día 31 de dicho mes se celebrasen nuevas elecciones de concejales en todas las localidades en que se hubiera incoado expediente de protesta6.

			A su vez, el Decreto de 29 de mayo estableció normas para tramitar las reclamaciones que se entablasen contra las nuevas elecciones, siendo pocas desde luego las que se hallaron en tal caso, pues la mutación esencial realizada se reflejó hondamente en la composición de los Ayuntamientos designados ahora.

			En cuanto a las provincias, el Decreto de 21 de abril ordenó que los Gobernadores civiles nombrasen comisiones gestoras para que se hicieran cargo, con carácter interino, de la administración de las respectivas diputaciones provinciales.

			Asimismo tuvo el Gobierno que reservarse facultades muy amplias en punto a condiciones de aptitud oficial para la provisión de altos cargos, y se suavizó considerablemente, hasta anularlo en no pocos casos, el régimen de incompatibilidades.

			II. EL SISTEMA ELECTORAL


			Regía en España la Ley Electoral de 8 de agosto de 1907, pero entendió el Gobierno provisional que la normalidad jurídica había quedado rota en 1923 y, ante la necesidad de convocar la Asamblea Constituyente, acudió a reformar aquella, con el fin de evitar las facilidades que al influjo caciquil ofrecía el sistema de distritos unipersonales, así como también para lograr mayor igualdad y proporcionalidad, garantizar mejor la sinceridad del sufragio y rectificar añejas injusticias. En su consecuencia, se dictó el Decreto de 8 de mayo de 1931, cuyas principales novedades son estas:

			a) La modificación en la ley se hace solo para las elecciones constituyentes.

			b) Se rebaja a veintitrés años la edad de veinticinco que capacitaba a los varones para el sufragio.

			c) Se declara elegibles a mujeres y sacerdotes, si bien no se fija edad concreta para ello7.

			ch) Suspensión del principio de la incompatibilidad.

			d) Suprimir las incapacidades derivadas de ejercer cargos en la Administración Central o nacidos del sufragio popular8.

			e) Posibilidad de ser propuesto candidato por diez concejales de elección popular pertenecientes a la provincia.

			f) Derogación de lo relativo al examen e informe de las actas protestadas por el Tribunal Supremo.

			g) Vigilancia cuidadosa por el Ministerio Fiscal y aplicación del procedimiento de flagrante delito a los casos de soborno.

			h) Ampliación de la fe notarial para asuntos electorales en la forma acostumbrada.

			Pero las tres innovaciones más transcendentales son las relativas al régimen de circunscripciones provinciales, a la representación apriorística y empírica de minorías, y al mínimum de votos exigibles para triunfar. Por su notorio interés, se transcriben seguidamente los artículos donde tales reformas constan:

			Art. 6.º El art. 20 [de la Ley de 1907] quedará variado en lo que afecta a la elección para Diputados a Cortes Constituyentes, del siguiente modo:

			Los Diputados se elegirán por circunscripciones provinciales. A tal fin, cada provincia, formando una circunscripción, tendrá derecho a que se elija un Diputado por cada 50.000 habitantes.

			La fracción superior a 30.000 habitantes dará derecho a elegir un diputado más.

			La ciudad de Madrid y la ciudad de Barcelona constituirán circunscripciones propias, y el resto de los pueblos de cada una de esas provincias formarán a su vez circunscripciones independientes de la capital.

			También constituirán circunscripciones propias juntamente con los pueblos que correspondan a sus respectivos partidos judiciales las demás capitales mayores de 100.000 habitantes, formando el resto de los pueblos de cada una de esas provincias circunscripciones independientes de la misma manera que Madrid y Barcelona.

			Quedan exceptuadas de las reglas precedentes las ciudades de Ceuta y Melilla, que elegirán un Diputado cada una.

			Art. 7.º A los fines de la elección de Diputados, queda modificado el art. 21 en el sentido de que en las circunscripciones se verificará por el sistema de listas con voto restringido, para lo cual, donde se hayan de elegir veinte Diputados, cada elector podrá votar dieciséis; donde 19, 15; donde 18, 14; donde 17, 13; donde 16, 12; donde 15, 12; donde 14, 11; donde 13, 10; donde 12, 9; donde 11, 8; donde 10, 8; donde 9, 7; donde 8, 6; donde 7, 5; donde 6, 4; donde 5, 4; donde 4, 3; donde 3, 2, y donde 2, 1.

			Art. 11. Para que los candidatos puedan ser proclamados Diputados a Cortes Constituyentes, será preciso, además de aparecer con el mayor número de votos escrutados, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52 de la Ley Electoral, haber obtenido, cuando menos, el 20 por 100 de los votos emitidos. Cuando un candidato, a pesar de haber logrado la mayoría relativa, no alcance el tanto por ciento aludido, se declarará, en cuanto a él, nula la elección, y se procederá a celebrar otra el domingo siguiente, en cuyo escrutinio el voto quedará restringido, según la escala aplicable al número de vacantes que resultaren de la primera elección. Para ser proclamado Diputado en la segunda elección, bastará con obtener la mayoría relativa de votos.

			El número total de actas y su distribución entre mayorías y minorías, tal como resulta combinando estas disposiciones con lo ordenado en el Decreto de 5 de junio, puede apreciarse gráficamente en el siguiente cuadro9:
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							Álava 

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Albacete 

						
							
							7

						
							
							5

						
							
							2

						
					

					
							
							Alicante 

						
							
							11

						
							
							8

						
							
							3

						
					

					
							
							Almería 

						
							
							7

						
							
							5

						
							
							2

						
					

					
							
							Ávila 

						
							
							5

						
							
							4

						
							
							1

						
					

					
							
							Badajoz 

						
							
							14

						
							
							11

						
							
							3

						
					

					
							
							Baleares 

						
							
							7
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							Barcelona (capital) 

						
							
							18

						
							
							14

						
							
							4

						
					

					
							
							Barcelona (provincia) 

						
							
							15

						
							
							12

						
							
							3

						
					

					
							
							Burgos 

						
							
							8

						
							
							6

						
							
							2

						
					

					
							
							Cáceres 

						
							
							9
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							2

						
					

					
							
							Cádiz 

						
							
							10
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							Cartagena 
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							Castellón 

						
							
							6
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							Ciudad Real 
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							Córdoba (capital) 
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							Córdoba (provincia) 
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							16
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							6
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							7
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							Granada (capital) 
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							Granada (provincia) 

						
							
							9
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							Guadalajara 

						
							
							4
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							1

						
					

					
							
							Guipúzcoa 

						
							
							6

						
							
							4

						
							
							2

						
					

					
							
							Huelva 

						
							
							7

						
							
							5

						
							
							2

						
					

					
							
							Huesca 

						
							
							5

						
							
							4

						
							
							1

						
					

					
							
							Jaén 

						
							
							13

						
							
							10

						
							
							3

						
					

					
							
							León 

						
							
							9

						
							
							7
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							Lérida 

						
							
							6
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							Logroño 

						
							
							4
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							Madrid (capital) 

						
							
							18

						
							
							14
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							Madrid (provincia) 
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							2

						
					

					
							
							Málaga (capital) 
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							Murcia (capital) 
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							Murcia (provincia) 

						
							
							7

						
							
							5
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							Navarra 

						
							
							7
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							2

						
					

					
							
							Orense 

						
							
							9

						
							
							7

						
							
							2

						
					

					
							
							Oviedo 

						
							
							16

						
							
							12

						
							
							4

						
					

					
							
							Palencia 

						
							
							4

						
							
							3

						
							
							1

						
					

					
							
							Las Palmas 

						
							
							5

						
							
							4

						
							
							1

						
					

					
							
							Pontevedra 

						
							
							12

						
							
							9

						
							
							3

						
					

					
							
							Salamanca 

						
							
							7

						
							
							5

						
							
							2

						
					

					
							
							Santander 

						
							
							7

						
							
							5
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							Segovia 

						
							
							4
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							1

						
					

					
							
							Sevilla (capital) 

						
							
							6
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							Sevilla (provincia) 

						
							
							10

						
							
							8
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							Soria 

						
							
							3
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							Tarragona 

						
							
							7
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							Tenerife 

						
							
							6
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							Teruel 

						
							
							5

						
							
							4
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							Toledo 

						
							
							10
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							Valencia (capital) 
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							Valencia (provincia) 
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							Vizcaya (capital) 

						
							
							6
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							Vizcaya (provincia) 
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							6
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							2

						
					

					
							
							Zaragoza (capital) 

						
							
							4

						
							
							3

						
							
							1

						
					

					
							
							Zaragoza (provincia) 

						
							
							7

						
							
							5

						
							
							2
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